
Destacados de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 

Penal. 

 

 

Artículo 83. 

1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al cumplimiento de las 
siguientes prohibiciones y deberes cuando ello resulte necesario para evitar el peligro 
de comisión de nuevos delitos, sin que puedan imponerse deberes y obligaciones que 
resulten excesivos y desproporcionados: 

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus familiares u otras 
personas que se determine por el juez o tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de 
trabajo o a otros lugares habitualmente frecuentados por ellos, o de comunicar con los 
mismos por cualquier medio. La imposición de esta prohibición será siempre 
comunicada a las personas con relación a las cuales sea acordada. 

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas o con miembros 
de un grupo determinado, cuando existan indicios que permitan suponer fundadamente 
que tales sujetos pueden facilitarle la ocasión para cometer nuevos delitos o incitarle a 
hacerlo. 

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con prohibición de 
abandonarlo o ausentarse temporalmente sin autorización del juez o tribunal. 

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al mismo, cuando en 
ellos pueda encontrar la ocasión o motivo para cometer nuevos delitos. 

5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se determine ante el juez o 
tribunal, dependencias policiales o servicio de la administración que se determine, para 
informar de sus actividades y justificarlas. 

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, 
sexual, de defensa del medio ambiente, de protección de los animales, de igualdad de 
trato y no discriminación, resolución pacífica de conflictos, parentalidad positiva y otros 
similares. 

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de alcohol, drogas tóxicas 
o sustancias estupefacientes, o de tratamiento de otros comportamientos adictivos. 

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan de dispositivos 
tecnológicos que condicionen su encendido o funcionamiento a la comprobación previa 
de las condiciones físicas del conductor, cuando el sujeto haya sido condenado por un 
delito contra la seguridad vial y la medida resulte necesaria para prevenir la posible 
comisión de nuevos delitos. 



9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la 
rehabilitación social del penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten 
contra su dignidad como persona. 

2. Cuando se trate de delitos cometidos sobre la mujer por quien sea o haya sido su 
cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de 
afectividad, aun sin convivencia, se impondrán siempre las prohibiciones y deberes 
indicados en las reglas 1.ª, 4.ª y 6.ª del apartado anterior. 

Las anteriores prohibiciones y deberes se impondrán asimismo cuando se trate de 
delitos contra la libertad sexual, matrimonio forzado, mutilación genital femenina y 
trata de seres humanos. 

3. La imposición de cualquiera de las prohibiciones o deberes de las reglas 1.ª, 2.ª, 
3.ª, o 4.ª del apartado 1 de este artículo será comunicada a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, que velarán por su cumplimiento. Cualquier posible 
quebrantamiento o circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado y la 
posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, será inmediatamente comunicada al 
Ministerio Fiscal y al juez o tribunal de ejecución. 

4. El control del cumplimiento de los deberes a que se refieren las reglas 6.ª, 7.ª y 
8.ª del apartado 1 de este artículo corresponderá a los servicios de gestión de penas y 
medidas alternativas de la Administración penitenciaria. Estos servicios informarán al 
juez o tribunal de ejecución sobre el cumplimiento con una periodicidad al menos 
trimestral, en el caso de las reglas 6.ª y 8.ª, y semestral, en el caso de la 7.ª y, en todo 
caso, a su conclusión. 

Asimismo, informarán inmediatamente de cualquier circunstancia relevante para 
valorar la peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, 
así como de los incumplimientos de la obligación impuesta o de su cumplimiento 
efectivo. 

 

 

Artículo 173. 

1. El que infligiera a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente 
su integridad moral, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años. 

Con la misma pena serán castigados los que, en el ámbito de cualquier relación 
laboral o funcionarial y prevaliéndose de su relación de superioridad, realicen contra 
otro de forma reiterada actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato 
degradante, supongan grave acoso contra la víctima. 

Se impondrá también la misma pena al que de forma reiterada lleve a cabo actos 
hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, tengan por objeto 
impedir el legítimo disfrute de la vivienda. 



Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis, una persona jurídica sea 
responsable de los delitos comprendidos en los tres párrafos anteriores, se le impondrá 
la pena de multa de seis meses a dos años. Atendidas las reglas establecidas en el 
artículo 66 bis, los Jueces y Tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en 
las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

2. El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido 
su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación 
de afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos 
por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los 
menores o personas con discapacidad necesitadas de especial protección que con él 
convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de 
hecho del cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra relación 
por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre 
las personas que por su especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a custodia o 
guarda en centros públicos o privados, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a tres años, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de tres a cinco 
años y, en su caso, cuando el juez o tribunal lo estime adecuado al interés del menor o 
persona con discapacidad necesitada de especial protección, inhabilitación especial para 
el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento por tiempo de 
uno a cinco años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder a los delitos en 
que se hubieran concretado los actos de violencia física o psíquica. 

Se impondrán las penas en su mitad superior cuando alguno o algunos de los actos 
de violencia se perpetren en presencia de menores, o utilizando armas, o tengan lugar 
en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realicen quebrantando una 
pena de las contempladas en el artículo 48 o una medida cautelar o de seguridad o 
prohibición de la misma naturaleza. 

En los supuestos a que se refiere este apartado, podrá además imponerse una 
medida de libertad vigilada. 

3. Para apreciar la habitualidad a que se refiere el apartado anterior, se atenderá al 
número de actos de violencia que resulten acreditados, así como a la proximidad 
temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido 
sobre la misma o diferentes víctimas de las comprendidas en este artículo, y de que los 
actos violentos hayan sido o no objeto de enjuiciamiento en procesos anteriores. 

4. Quien cause injuria o vejación injusta de carácter leve, cuando el ofendido fuera 
una de las personas a las que se refiere el apartado 2 del artículo 173, será castigado 
con la pena de localización permanente de cinco a treinta días, siempre en domicilio 
diferente y alejado del de la víctima, o trabajos en beneficio de la comunidad de cinco a 
treinta días, o multa de uno a cuatro meses, esta última únicamente en los supuestos 
en los que concurren las circunstancias expresadas en el apartado 2 del artículo 84. 

Las mismas penas se impondrán a quienes se dirijan a otra persona con expresiones, 
comportamientos o proposiciones de carácter sexual que creen a la víctima una 
situación objetivamente humillante, hostil o intimidatoria, sin llegar a constituir otros 
delitos de mayor gravedad. 



Los delitos tipificados en los dos párrafos anteriores sólo serán perseguibles 
mediante denuncia de la persona agraviada o su representante legal. 

 


